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Para la mayoría de las naciones de América Latina, el proceso revolucionario que significó la separación política y económica de la Corona española no implicó cambios hacia formas de gobierno democrático en el que prevalecieran el ejercicio de la libertad y el respeto de los derechos humanos, sino que los mismo “libertadores” sustentados en el poder de las armas se adueñaron de tierras, privilegios y prebendas. El siglo XIX venezolano no fue de construcción de la República ni de su elemental organización jurídica. Fue la continuación de una sangrienta guerra civil en que no pocas veces la nación corrió el peligro cierto de la desintegración. 

Desde el mismo momento en el que José María Vargas se juramentó, en febrero 1835, como el primer civil que asumía la Presidencia de Venezuela, comenzó a perfilarse una fuerte corriente conspirativa integrada por militares que  habían participado en la Guerra de Independencia.

La noche del 7 de julio de 1835 estalla una rebelión, conocida como de las reformas, y condenan en un manifiesto tanto la Constitución vigente como las leyes promulgadas a partir de 1830, fecha en la que Venezuela se separo de la Gran Colombia y comienza a regirse como una nación independiente. Los rebeldes acusan al gobierno de Vargas de haber violado las libertades ciudadanas, por lo cual se consideran asistidos por el “sagrado derecho a la insurrección” y anuncian que la “regeneración del proceso” estará a cargo de los patriotas que derramaron su sangre en la lucha por la independencia. Los reformistas pedían, sobre todo, la restauración del fuero militar y que todos los cargos públicos estuviesen en manos de los fundadores antiguos patriotas.

Instauran un nuevo gobierno que dura pocas semanas; pues el general Páez se pronuncia a favor de las autoridades destituidas e inicia su marcha hacia la capital con numerosos grupos de milicianos armados a los que se les unen tropas regulares. Páez desaloja a los rebeldes y Vargas recupera la Presidencia. Los principales jefes de la revolución son indultados o derrotados en el campo de batalla. De ahí en adelante, hasta bien entrado el siglo XX, la política venezolana tiene como centro al caudillo todopoderoso.

Al ser transformados en ejércitos institucionales las guerrillas y milicias de los caudillos, los militares han tutelado al poder civil durante la mayor parte de los últimos dos siglos venezolanos, en los que las guerras civiles y las montoneras han sido una manera de disputarse el control del poder más que una vía para instaurar la libertad y alguna forma democrática de gobierno.

El caudillismo es el rasgo característico del siglo XIX latinoamericano. Un fenómeno complejo cuyas manifestaciones difieren de acuerdo con las especificidades históricas, políticas, sociales y económicas de cada realidad. En el caso venezolano, el concepto caracteriza las más  disímiles situaciones históricas, pero sobre todo describe la forma como el poder derivado de la fuerza se ha impuesto al mando civil, a la institucionalidad de la leyes.

Luego de los gobiernos civilistas de José Antonio Páez, José María Vargas Vargas y Carlos Soublette, que se sostienen sobre mecanismos institucionales formales bastante precarios, la modalidad de poder que impera durante la hegemonía de José Tadeo Monagas se apuntala sobre una red de lealtades personales, militares y familiares. Uno de los sucesos más significativos de entonces fue el asalto al congreso por bandas armadas afectas al presidente, en el que mueren figuras preclaras de la oposición. Redujo con el poder militar cualquier resquicio de legítima oposición formal.   

Aunque durante su mandato hubo enormes tensiones y surgieron numerosos focos subversivos, Monagas logra designar a su hermano, el general José Gregorio Monagas, como su sucesor en la primera magistratura, en virtud de los intereses que sostienen su particular régimen personalista, caudillista y nepótico. Al regresa al poder José Tadeo, la crisis económica y las carencias institucionales favorecen la expansión de las fuerzas disgregadoras, estimulan la indisciplina social y fortalecen el prestigio político y militar de líderes locales. Cuando una asonada militar lo derrocó, comienza un período de inestabilidad política que culmina con el estallido de la Guerra Federal en 1859, la cual se prolongará por 5 años y exacerbará la proliferación y consolidación de los más  disímiles caudillos.

El vacío de poder que acompaña al desenvolvimiento de la guerra y la inexistencia de un efectivo control único favorecieron la proliferación de numerosos grupos o guerrillas al mando de jefes locales sin ninguna cohesión. El fin de la guerra, en 1863, no liquida la efervescencia caudillista. Al contrario, fomenta la consolidación de los caudillos. Durante el régimen de Juan Crisóstomo Falcón se vive un clima de permanente agitación e intranquilidad como consecuencia de las pugnas por el poder por parte de quienes pretenden defender con las armas su predominio político. Los levantamientos armados, la crisis económica y la inestabilidad política heredadas de la guerra dificultan la estabilización del gobierno central. Falcón se retira del mando. La confrontación entre los distintos factores que aspiran al poder permite que el general Antonio Guzmán Blanco entre triunfante a Caracas en abril de 1870. Durante su mandato y en la década inmediatamente posterior aparecen los síntomas que debilitarán el régimen caudillista en Venezuela. 

Guzmán  Blanco erige un sistema político que, aunque se caracteriza por la presencia de importantes caudillos, busca consolidar la estructuración de un Estado Nacional que, progresivamente, afectará la beligerancia caudillista como factor de poder. Guzmán  Blanco establece una fórmula de reparto del poder mediante la cual los caudillos conservan un importante margen de acción local. Los caudillos son los encargados de mantener el orden, la seguridad y el control de las milicias en las distintas localidades, al mismo tiempo que muchos jefes militares regionales ascienden a posiciones de carácter  nacional: son ministros de Guerra y Marina o se convierten en sucesores de Guzmán en la Presidencia de la República. 

Sin embargo, una premisa básica del régimen guzmancista es adelantar la edificación de un Estado Nacional, para lo cual el control de los recursos fiscales es un aspecto central. Con ese objeto se sancionan leyes mediante las cuales la mayor parte de los recursos de las regiones pasan a ser recaudados y administrados por el poder central, con lo que debilita el sistema caudillista, pues le impide el acceso a recursos económicos. Poco a poco, el poder no dependerá de los líderes locales ni de su capacidad de gestión local, sino de los requerimientos de un Estado cuyos objetivos y prerrogativas escapan a los designios personalistas de los caudillos.

En 1899, el general Cipriano Castro, a la cabeza de una pequeña hueste andina, invade el país desde Colombia y en una rápida y exitosa operación militar asume la primera magistratura. Con las medidas de centralización política y militar que adelanta, disloca de manera irreversible los fundamentos de poder de los caudillos y determina su extinción como factor predominante del sistema político. Surge así un nuevo sistema político erigido sobre la estructuración de una autoridad central y la formación de una fuerza militar permanente que obedece a los designios de un solo jefe. La permanencia de Castro está determinada por una alianza de caudillos cuyo fundamento es el respeto a cuotas de poder local., sino por una nueva red de poder en la que la designación de los colaboradores del régimen está motivada por el vínculo con el jefe del poder central y no como consecuencia de la ascendencia política que ellos posean local o regionalmente. Este cambio político se apoya en la modernización y ampliación de la fuerza militar dependiente del poder central como factor clave para el control del territorio. 

Las acciones políticas y militares se ven sustentadas, además, por una reforma constitucional cuyo objetivo es consagrar la legalización de las medidas centralizadoras. El resultado es el desplazamiento de los caudillos de su condición protagónica. y su derrota militar definitiva cuando intentan impedir los planes de Castro. A partir de entonces, la edificación de una institución armada de carácter nacional, la estructuración de un Estado Nacional y la pacificación del país favorecen la desaparición, de manera irrevocable, de la beligerancia caudillista.

La desaparición de los caudillos regionales a comienzos del siglo XX permite que se comience a constituir un ejército profesional y nacional, aunque —obviamente— excesivamente involucrado en las actividades políticas y económicas. Si bien el gobierno de Gómez es una dictadura, su ejercicio del poder no es militarista. Al contrario, las casi tres década que dura su gobierno sirven para honrar viejas deudas de ciudadanía. Se pone al día la legislación al reformarse y además de redactarse los códigos civil y penal, se reordena la hacienda pública y se aprueba un nuevo código de comercio. Las fuerzas armadas comienzan un lento proceso de profesionalización.

Es relevante señalar que mientras las facciones armadas de los partidos venezolanos se disputaban el poder, preparaban invasiones desde los países vecinos y lanzaban proclamas al pueblo ofreciendo la mayor suma de felicidad y de justicia, materias tan relevantes como la discusión de los límites con la Guayana Inglesa y con Colombia, que implicaban la defensa de la integridad territorial de la República eran dejados en manos de segundones o simplemente postergados, con lo que se causó grave daño al país. La conclusión es obvia: la disputa del poder entre civiles y militares no era como consecuencia del enfrentamiento entre concepciones distintas de la administración del Estado sino por el simple disfrute del poder. 

Es a partir de 1945, con la llamada Revolución de Octubre, cuando realmente los civiles empiezan a imponer sus controles sobre la institución castrense, pero finalmente el 24 de noviembre de 1948 el sector militar embiste contra el primer gobierno venezolano elegido mediante votación popular, directa y secreta. “Que el Presidente se negó a cambiar el Gabinete” fue la razón de más peso que esgrimieron los golpista para derribar a Rómulo Gallegos.

Después de diez años de feroz dictadura, ahora sí con conductas y actuaciones militaristas, el poder civil logró imponerse sobre el militar y se instauró en 1958 un sistema democrático y de libertades civiles que sirvió de ejemplo para el resto del continente latinoamericano en los últimos 40 años.

En la historia venezolana, desde la Independencia hasta 1958, la mayoría de los gobernantes fueron militares. De los 100 años del siglo XX han mandado en 59 y los civiles en 41. Sólo de 1958 a 1998 no fueron actores políticos de primer orden, gracias a su subordinación al mundo civil, su integración institucional, su profesionalización y su aprendizaje democrático. Un cambio importante en la cultura política de militares y civiles.

De igual forma, se desarrollaron relaciones clientelares entre los militares y los partidos políticos, afectando el proceso de institucionalización adelantado en los dos períodos anteriores. Esta "tentación partidista" no se producía únicamente por la influencia del sector político sobre los militares activos, sino también como resultado de la participación de militares retirados en el sistema político, bien sea como candidatos presidenciales, así como aquellos que apoyaban otras candidaturas o directamente con su participación en organizaciones partidistas, lo cual influyó también sobre la creciente politización de las fuerzas armadas.

Sin embargo, la incapacidad del liderazgo civil para generar riquezas y fuentes de empleo, así como la corrupción desbordante, contribuyó a su desprestigio y a que un gran porcentaje de la población respaldara los intentos de golpe de Estado que ocurrieron en el año 1992. El venezolano puso otra vez sus esperanzas en el militar como gestor de su bienestar y seguridad. Hasta entonces se consideró a Venezuela como un modelo exitoso con respecto a la subordinación del poder militar al poder civil. Al menos en la cotidianidad.

El país entra en un nuevo tiempo, en las que cuesta trabajo realizar y medir sus verdaderas dimensiones y posibilidades, en las que la Fuerza Armada Nacional aparece con una nueva misión y un nuevo papel, ya no establecido desde el mundo civil sino impuesto por sus miembros, ya bien como propuestas personales, de grupo o de la institución como tal.

Podemos decir  que otra vez el sector militar ha recuperado el poder que había perdido en la conducción del país. El cambio comenzó cuando un militar ex golpista, el comandante Hugo Chávez Frías, ganó las elecciones de 1998 con mayoría abrumadora de votos y encabeza un movimiento que logra reformar la Constitución y devolverle a la institución castrense, en letra y espíritu, privilegios y fueros que habían perdido en Venezuela.

Samuel Huntington ha señalado que existen dos estrategias fundamentales para lograr que los civiles puedan imponerse a las fuerzas armadas: el control objetivo y el control subjetivo. El objetivo se orienta al establecimiento de una convergencia entre militares y civiles, en la que se busca que las fuerzas armadas asuman los objetivos, ideologías políticas o tipos de régimen que proponen los civiles. Al identificarse los militares, especialmente los altos mandos, con ciertos grupos civiles tendrán pocos deseos de subvertir el orden existente, pues no sólo son parte de la sustentación del régimen sino que hay una identificación con las políticas que se ejecutan. Mientras que en el subjetivo el papel de cada uno, del civil y del militar, está claramente delimitado y, generalmente se privilegia la profesionalización del militar y su carácter apolítico, lo que garantizaría que no aparezca  la tentación de dar golpes militares.

En Venezuela se utilizaron ambas estrategias. En un primer momento, se privilegió el control objetivo, pero luego el control subjetivo dominó las relaciones entre civiles y militares que permitió mantener la estabilidad del sistema democrático durante los últimos cuarenta años. Sin embargo, los acontecimientos de 1992 mostraron que la identificación de los militares ya no se limitaba a las élites civiles, sino que sectores militares sentían cada vez más afinidad con la vasta mayoría empobrecida de la sociedad. Al menos, ese ha sido el discurso del presidente Chávez.

Con la caída de los precios del petróleo, en la década de los años ochenta, los partidos se encuentran ante una menor capacidad para ejercer control sobre la sociedad, incluyendo los electores, y continuar manteniendo un consenso por la vía de la distribución de los ingresos fiscales petroleros, pues  se había  erosionado el mecanismo sobre el cual se sostenían los arreglos institucionales del sistema democrático venezolano

Desde 1958 hasta 1998, el sistema democrático giró en torno al espíritu del Pacto de Punto Fijo, que aunque abandonado pocos años después de firmado, impuso la solución consensual de los conflictos políticos y no la simple imposición de la decisión de la mayoría. La utilización de los ingresos fiscales petroleros para mantener la dinámica del sistema de partidos,  puede ser visto como un mecanismo ad-hoc que permitía inducir estrategias cooperativas por los partidos, particularmente AD, Copei y el MAS. Cuando los ingresos fiscales petroleros empezaron a escasear, se debió optar por arreglos institucionales más consensuales para poder mantener el sistema democrático.

El aspecto fundamental de esta primera etapa fue la no exclusión de los militares en la construcción de un régimen democrático estable, lo cual se logró al establecerse claramente su papel en el proyecto de desarrollo económico y político así como por la fijación de reglas del juego compartidas. En este contexto, se llegó al acuerdo que los militares tendrían el rol de mantener el equilibrio estratégico del país y que asumirían un carácter no deliberativo y apolítico. Se consideró crucial la no partidización de los sectores militares. Con respecto a la dimensión ideológica, ésta se fundamentó en la necesidad de reformular las percepciones y concepciones sobre seguridad nacional, privilegiándose la defensa de la constitucionalidad y de la democracia así como, en términos más generales, del sistema capitalista y la democracia representativa, frente al modelo socialista y la consolidación de la institucionalización, que buscaba desarrollar una doctrina que relacionara desarrollo, seguridad y democracia, centrándose en la noción que "la seguridad es un medio para alcanzar el desarrollo que aparece como meta dentro de un orden político democrático".

Cuando los partidos políticos tradicionales empiezan a mostrar signos de cansancio electoral, y arrecian las críticas de la población contra su estructura clientelar y ausencia de democracia interna, se plantea la elección directa de alcaldes y gobernadores y la necesidad de modificar el sistema electoral para permitir la personalización del voto. Frente a las peticiones de la población, tanto AD y Copei accedieron a reformar tanto la ley electoral como la forma de elegir sus candidatos presidenciales, pero se negaban a permitir la elección directa de alcaldes y gobernadores y a propiciar la reforma de los partidos políticos para desmantelar las relaciones clientelares que permitían formas de caudillismo partidista. 

La caída de los ingresos fiscales petroleros, que comienza en la década de los ochenta y se acentúa durante los noventa, un sector político con vinculaciones en el ámbito militar se decide a buscar alternativas para ‘desmontar’ el Pacto de Punto Fijo y su sistema de partidos. Es precisamente durante esta época cuando comienzan a escucharse las críticas más demoledoras contra los partidos políticos tradicionales, y cuando comienza en el seno de las Fuerzas Armadas  un movimiento que tiene como objetivo final el derrocamiento del sistema democrático y la instauración de “una verdadera democracia”.

Ante la gravedad de la crisis que se avizora, muchos actores de la sociedad venezolana buscan construir propuestas institucionales destinadas a reformar tanto la democracia como el Estado Venezolano. La Comisión Presidencial para la Reforma del Estado (Copre) convocó a nuevos y viejos actores para discutir profundas reformas del sistema democrático venezolano, entre ellas, de la elección directa de alcaldes y gobernadores y la adopción de un sistema electoral en el que los partidos no tuvieran el monopolio en la postulación de los candidatos. Aunque se repetía que la continuidad de la democracia dependía únicamente de su profundización, las reformas no fueron adoptadas sino hasta después de los masivos disturbios del 27 de Febrero de 1989, en los que se recurre al poder de fuego de los militares para restituir el orden público.

La sublevación popular contra el paquete de medidas económicas impuestas por el presidente Carlos Andrés Pérez, que significan el fin  de la distribución del ingreso fiscal petrolero y la necesidad de buscar otras vías de consenso para el mantenimiento de la democracia, hicieron creer a los grupos militares que preparaban la asonada contra “el sistema puntofijista” que estaban dadas las condiciones para modificar la democracia por la vía militar. Así el 4 de Febrero y el 27 de Noviembre de 1992 intentaron derrocar el gobierno de Carlos Andrés Pérez. Ambas intentonas fallaron, pero la democracia venezolana entró en una profunda crisis. Quedó herida de muerte. A partir de entonces, muchos electores optaron no sólo retiraron su apoyo a los partidos políticos tradicionales sino también comenzaron a otorgárselo a movimientos políticos vinculados con los militares que habían intentado tomar el poder por la fuerza.

Aunque fallaron las dos intentonas golpistas que hubo en 1992, las relaciones entre civiles y militares no volvieron a la normalidad y contribuyeron a debilitar aún más las instituciones democráticas. También dejaron claro que la supuesta institucionalidad de las Fuerzas Armadas era tan frágil como sus relaciones con el mundo civil. Pese a 40 años de convivencia y de apego a la Constitución, bajo las consignas del apoliticismo y la no deliberancia, las Fuerzas Armadas habían sido permeadas por el clientelismo, la corrupción y la ineficiencia que campeaba en el país. Más que control civil sobre el ámbito militar existió un pacto de no agresión, en el que no solamente se negociaban ascensos y compra de armamentos, sino que el Congreso accedía a aprobar leyes sin discusión y sin criticas excesivas, como la de Seguridad y Defensa, sancionada en 1976, que iban en contra de la doctrina democrática y eran una copia de la doctrinas autoritarias que defendían en ese momento las dictaduras del Cono Sur. Afortunadamente, la Ley Orgánica de Seguridad y Defensa quedó en el papel y nunca el Ejecutivo ni las Fuerzas Armadas se ocuparon de su aplicación. Claro, sirvió para alentar la discusión académica y para dejar claro que entre los militares nos hay divergencias de fondo cuando se trata de zafarse del control civil.

Con el arribo al poder de Hugo Chávez en 1998 se evidencia una tendencia a la reaparición de los militares como actores políticos. La presencia militar se ha acentuado y ha alcanzado cotas superiores a las de los otros gobiernos del período democrático. Cada día más militares son incorporados a la admi​nistración pública en cargos de alto, medio y bajo nivel. Desde la presidencia de la empresa petrolera del Estado, Pdvsa, pasando por muchos vicemi​nisterios y la jefatura de la CVG, corporación bajo cuyo mandato están las empresas básica de Guyana, las de electricidad y las del hiero y del aluminio, hasta puesto de poca relevancia, son ocupados por militares activos y retirados

Para muchos, tal presencia constituye la militarización del Gobierno, pero el discurso oficial ha respondido que es la identidad entre pueblo y Ejército, en que ambos son una misma cosa y que éste último debe servir al pueblo. Chávez ha llamado repetidamente a una mayor participación de los militares en los asuntos del país, a incorporar a los militares en vida cotidiana y en las tareas propias del desarrollo nacional.

Si el control civil se define como el proceso mediante el cual se logra que todas las decisiones, incluyendo aquellas referidas a la seguridad nacional, sean tomadas por personas electas o aquellas en las cuales se delegue el poder de toma de decisiones, los militares quedan excluidos en dichos procesos. Sin embargo, actualmente en Venezuela la realidad es otra debido al poder y autonomía que han adquirido los militares en la gestión de los asuntos públicos. No sólo en cuanto a su actuación sino que la nueva Constitución concentra demasiados poderes en manos del Ejecutivo, evitar el control civil sobre la vida militar, debilita el proceso de descentralización y democratización que se había puesto en marcha en el país.

Si bien es necesaria una mejor y mayor participación de los militares en tareas que eran exclusivamente civiles, como es la lucha contra el tráfico de drogas, se debe insistir también en que la toma de decisiones es responsabilidad del mundo civil, que lo contrario implica un peligroso debilitamiento de las instituciones democráticas y un retroceso a formas de gobierno que ya demostraron con creces su incompetencia y mortales para las libertades públicas.

Venezuela ha iniciado cambios fundamentales que pueden significar un debilitamiento excesivamente pronunciado del poder civil frente al sector militar. El mejor ejemplo son los privilegios que obtuvo el mando castrense en la Constitución aprobada en 1999. En defensa de la democracia y de las libertades públicas, los civiles deben estar preparados para coordinar y orientar los nuevos roles de los militares en la determinación del desarrollo nacional y el ejercicio democrático, pues son la única garantía contra la tentación autoritaria y la conducta que prefiere ordenar a consultar.

